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CRITERIO ESTABLECIDO

 

“

Con respecto a los intereses de mora, la recurrida 

diferenció claramente la base de cálculo para los 

intereses de mora generados con anterioridad a la 

entrada en vigencia de la Constitución de la República 

Bolivariana de Venezuela, y los generados con 

post

erioridad a la misma. Así, estableció los siguientes 

parámetros para la experticia complementaria del fallo: 

1) Desde la fecha de culminación de la relación laboral, 

el 28 de diciembre de 1990 hasta la fecha de entrada en 

vigencia de la Constitución de la 

República Bolivariana 

de Venezuela, a la tasa del 3% anual de conformidad 

con lo dispuesto en los artículos 1.277 y 1.746 del 

Código Civil; 2) Los generados con posterioridad a la 

entrada en vigencia de la Carta Magna, hasta la fecha de 

ejecución del fallo

, sobre las tasas de interés fijadas por 

el Banco Central de Venezuela, de conformidad con el 

literal c) del artículo 108 de la Ley Orgánica del Trabajo; 

y 3) para el cálculo de los intereses de mora no opera

rá 

el sistema de capitalización

”

 

 

Cálculo de los intereses de 

mora
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EL TRIGUNAL SUPREMO DE JUSTICIA






SALA   DE   CASACIÓN   SOCIAL
 
Ponencia de la Magistrada Dra. CARMEN ELVIGIA PORRAS DE ROA
 

En el juicio por cobro de diferencia de prestaciones sociales incoado por los ciudadanos MIGUEL ROJAS GARCÍA, DELLIS CAMPOS VERA, CLAUDIO LANDAETA VERA y LORENZO CANATA CANATA, titulares de las cédulas de identidad números V-552.059, V-753.012, V-752.959 y V-1.877.696, respectivamente, representados judicialmente por los abogados Germán Caballero Alba, Silenia Vargas Vera y Luisa Elena Campos Urbáez, inscritos en el Instituto de Previsión Social del Abogado, bajo los números 12.750, 19.834 y 37.451, en su orden, contra la sociedad mercantil CVG FERROMINERA ORINOCO C.A., inicialmente inscrita en fecha 10 de diciembre de 1975, ante el registro de comercio anteriormente llevado por el Juzgado Segundo de Primera Instancia en lo Civil, Mercantil y del Tránsito de la Circunscripción Judicial del Estado Bolívar, Segundo Circuito, bajo el Nº 1.188, Tomo 12, folios vueltos de 160 al 171, representada judicialmente por los abogados Livia Rojas Ramos, Daisy Coll Rijo, Marinella Rendón Delepiani, Rosa Amelia Herrera Morales, John Bueno, Evelyng Avellán, Jean Pierre Silva, Orledy Ojeda y María Luzardo, inscritos en el Instituto de Previsión Social del Abogado, bajo los números 39.754, 49.687, 72.329, 66.648, 75.597, 70.876, 86.893, 94.125 y 107.299, respectivamente; el Tribunal Superior Primero del Trabajo de la Circunscripción Judicial del Estado Bolívar, extensión territorial Puerto Ordaz, publicó sentencia en fecha 6 de junio de 2007, que declaró sin lugar el recurso de apelación interpuesto por la representación judicial de la parte actora, parcialmente con lugar el recurso de apelación interpuesto por la representación judicial de la parte demandada, parcialmente con lugar la demanda, y revocó la sentencia dictada el 31 de enero de 1996 por el extinto Juzgado de Primera Instancia del Tránsito y del Trabajo de la Circunscripción Judicial del Estado Bolívar, con sede en Puerto Ordaz, que declaró parcialmente con lugar la demanda. 

 

Contra la sentencia de alzada, la parte demandada anunció y formalizó oportunamente recurso de casación. No hubo impugnación.
 
En fecha 4 de octubre de 2007, se dio cuenta en Sala y se designó ponente a la Magistrada doctora CARMEN ELVIGIA PORRAS DE ROA, quien con tal carácter suscribe el presente fallo.
 
Mediante auto de fecha 20 de mayo de 2008, se fijó la audiencia oral, pública y contradictoria para el día 29 de julio de 2008, la cual se realizó oportunamente, y pronunciada la sentencia de manera inmediata, pasa esta Sala a reproducir la misma en la oportunidad que ordena el artículo 174 de la Ley Orgánica Procesal del Trabajo, en los términos siguientes:

 

DEL RECURSO DE CASACIÓN
RECURSO POR INFRACCIÓN DE LEY
-I-
 
De conformidad con los artículos 11 de la Ley Orgánica Procesal del Trabajo, 243 ordinal 5º y 244 del Código de Procedimiento Civil, denuncia el vicio de incongruencia negativa.

 

Argumenta que toda sentencia debe guardar relación con los alegatos y defensas, y que la alzada debe ser congruente con todos los agravios denunciados como presupuesto de impugnación. Aduce que la recurrida, no sólo dejó de analizar los informes de alzada presentados por la parte demandada, sino que expresamente estableció que resultaba inoficioso pronunciarse sobre el resto de las delaciones formuladas por la parte demandada, dada la procedencia de una de ellas. 

 

Señala que además de la denuncia identificada como “silencio de prueba”, denunció también “error del juez en la valoración de las pruebas” y “falso supuesto en que incurrió el juzgador”; lo cual, a su juicio, debía analizarse con el punto de los informes “utilidades” y “prima por residencia en la población del Pao”, los cuales no habrían sido tomados en cuenta por la recurrida, sobre todo en el tema relacionado con la conformación del salario integral.

 

La Sala para decidir observa:

 

La alzada conoció sobre los recursos de apelación, interpuestos tanto por la representación judicial de la parte actora, como por la representación judicial de la empresa demandada, en fechas 4 y 6 de junio de 1996, respectivamente. En cuanto a los alegatos formulados por la parte demandada, por razones de orden metodológico, alteró el orden de las denuncias y se pronunció sobre el denunciado vicio de inmotivación por silencio de pruebas, el cual estimó configurado. Acto seguido, pasó a dictar sentencia sobre el fondo de la causa, evaluando la pretensión contenida en el escrito libelar, la contestación de la demanda, y las pruebas aportadas por las partes, para arribar a la convicción de que la demanda resultaba parcialmente con lugar.
 
Al respecto cabe precisar, que deben escindirse los argumentos propios de la actividad impugnativa, de los alegatos de fondo propiamente dichos. Resulta apegado a la correcta técnica recursiva, que ante la multiplicidad de vicios denunciados, basta que uno de ellos sea procedente, para que la alzada se exima del análisis de las denuncias restantes, sin que ello influya en los términos en que ha quedado trabada la litis, puesto que ya la alzada estaría facultada para dictar sentencia de fondo, sin necesidad de redundar en análisis reiterativos.
 
La finalidad del recurso de apelación, es poner en conocimiento del Juez Superior, la inconformidad de las partes respecto a los términos en que fue dictada la sentencia de primera instancia, para que la sentencia sea revisada y de ser el caso, se repare el gravamen ocasionado, lo que puede lograrse a través del análisis de uno solo de los señalamientos del recurrente sin que sea necesario un estudio in extenso del recurso. En tal sentido, no se configura el vicio de incongruencia negativa, por cuanto una vez determinada la procedencia del recurso, se pasó a resolver el fondo de la causa conforme a lo alegado y probado en autos.
 
En consecuencia, se declara improcedente la delación.
 

-II-
 

De conformidad con lo establecido en el artículo 168, numeral 2, de la Ley Orgánica Procesal del Trabajo, denuncia la infracción del artículo 92 de la Constitución de la República Bolivariana de Venezuela, por falsa aplicación, y por vía de consecuencia, infracción de los artículos 24 eiusdem, y 3 del Código Civil.

 

Señala que la recurrida condenó al pago de los intereses de mora, sobre las cantidades supuestamente adeudadas desde el 28 de diciembre de 1990, cuando la citada norma constitucional entró en vigencia, nueve años después de la terminación de la relación de trabajo. Lo cual a su juicio supone violación del principio de confianza legítima, y a la obligación del poder judicial de sujetar sus decisiones a lo dispuesto en la Constitución, las leyes y precedentes judiciales.

 

Afirma que además de aplicarse de forma retroactiva la norma, se aplica mal, ya que se ordena seguir aplicando los intereses retributivos previstos en la Ley del Trabajo (artículo 41), luego de terminada la relación de trabajo, cuando de lo que se trata es de interés moratorio “y que según la norma aplicada en forma retroactiva y la jurisprudencia actual no es a la tasa dictada por el Banco Central de Venezuela, sino al 3% hasta la vigencia de la Constitución (1999) luego de ello la tasa del BCV”.

 

Por ello solicita:

 

(…) se niegue la procedencia de intereses retributivos desde la terminación de la relación de trabajo hasta la ejecución de sentencia, ya que según el artículo 41 sólo es procedente el interés retributivo sobre antigüedad legal, más (sic) sobre las prestaciones contractuales no, y menos confundiendo lo retributivo con lo moratorio y con relación a éste último aplicando en forma retroactiva una norma no vigente para el momento de la terminación de la relación de trabajo de los reclamantes (Art. 92 CRBV). 
 

Esta Sala para decidir observa:

 

Con respecto a los intereses de mora, la recurrida diferenció claramente la base de cálculo para los intereses de mora generados con anterioridad a la entrada en vigencia de la Constitución de la República Bolivariana de Venezuela, y los generados con posterioridad a la misma. Así, estableció los siguientes parámetros para la experticia complementaria del fallo: 1) Desde la fecha de culminación de la relación laboral, el 28 de diciembre de 1990 hasta la fecha de entrada en vigencia de la Constitución de la República Bolivariana de Venezuela, a la tasa del 3% anual de conformidad con lo dispuesto en los artículos 1.277 y 1.746 del Código Civil; 2) Los generados con posterioridad a la entrada en vigencia de la Carta Magna, hasta la fecha de ejecución del fallo, sobre las tasas de interés fijadas por el Banco Central de Venezuela, de conformidad con el literal c) del artículo 108 de la Ley Orgánica del Trabajo; y 3) para el cálculo de los intereses de mora no operará el sistema de capitalización.
 
En ese sentido, se observa que la sentencia recurrida en el punto sexto de su dispositiva, estableció correctamente la aplicación de los intereses de mora, según las pautas aplicables durante los períodos respectivos, antes de la aplicación temporal de la Constitución de la República Bolivariana de Venezuela y con ocasión a la misma, sin establecer efecto retroactivo alguno, sin confundir los mismos con los intereses retributivos descritos y condenados a pagar en el punto quinto de la parte dispositiva del fallo, a ser calculados mediante experticia complementaria del fallo, durante el período que va desde el 31 de diciembre de 1975, hasta el 28 de diciembre de 1990, por lo que a juicio de esta Sala, lo dispuesto por el Juez de alzada se encuentra ajustado a derecho, debiendo desestimarse la presente denuncia.

 
-III-
 

Conforme a lo establecido en el artículo 168, numeral 2, de la Ley Orgánica Procesal del Trabajo, denuncia el vicio de error de interpretación del artículo 41 de la Ley del Trabajo de 1983.
 
Señala que el Juez de alzada, no tomó en cuenta que en relación a los reclamantes, están en juego dos tipos de prestaciones, las legales y las contractuales, y dentro de ellas, lo que es indemnización por antigüedad y auxilio de cesantía, pero que sólo puede calificarse como derecho adquirido lo referido a la antigüedad legal “ya que tanto la antigüedad contractual como la cesantía no son derechos adquiridos, sino expectativas de derecho que hace que dichas cantidades (…) no sean certeras (…)”; por tanto, no procedería el interés retributivo previsto en el artículo 41 de la Ley del Trabajo, sino luego de verificada la causal de terminación de la relación de trabajo.
 
Por ello estima errado el dispositivo de la sentencia, el cual ordena el cálculo de los intereses de forma genérica sobre las prestaciones, sin limitarla a la antigüedad legal.
 
Esta Sala para decidir observa:
 
Respecto al derecho de antigüedad y auxilio de cesantía, tanto el contrato colectivo de trabajo de la CVG Ferrominera Orinoco C.A., del 4 de diciembre de 1989, como la Ley del Trabajo de 1983, coincidían en reconocer tales conceptos como derechos adquiridos, tal y como se venía haciendo a partir de la reforma sustantiva de 1974. 
 
En efecto, la cláusula Nº 25 del referido contrato colectivo, establecía:
 
1.-De conformidad con lo establecido en la vigente Ley del Trabajo, la Empresa conviene en reconocer como derechos adquiridos la indemnización de Antigüedad y el Auxilio de Cesantía consagrados en los Artículos 37 y 39 de la mencionada Ley, a partir de la correspondiente fecha de empleo.
 
El artículo 39, primer aparte, de la Ley del Trabajo de 1983, reiteraba la condición del auxilio de cesantía, como un derecho adquirido, y establecía que independientemente de la causa de terminación de la relación de trabajo, este beneficio no se perdía. Lo cual resulta enteramente aplicable al caso de autos, en el que la causa de finalización del vínculo laboral fue por jubilación de los accionantes.
 
Por su parte, la cláusula 28-A del contrato colectivo, era del siguiente tenor:
 
1.- La Empresa garantiza el depósito anual de las prestaciones sociales correspondientes a la antigüedad y el auxilio de cesantía conforme a lo establecido en la Cláusula Nº 25, DERECHO DE ANTIGÜEDAD Y AUXILIO DE CESANTIA de este Contrato, en cuentas individuales de fideicomiso. Este depósito anual se hará dentro de los tres (3) meses siguientes al vencimiento del ejercicio económico de la Empresa. Mientras la Empresa no haya depositado la totalidad en fideicomiso individual de las prestaciones sociales que corresponden al trabajador, la Empresa se compromete a pagar a dichos trabajadores, por concepto de intereses sobre estas prestaciones no depositadas en la banca comercial, el interés fijado por el Banco Central, incrementado en uno y medio por ciento (1.50%).
2.- A la finalización del Contrato individual de trabajo, la Empresa pagará al trabajador el monto de los intereses devengados al momento  de la cancelación de sus prestaciones sociales. En el caso de que estas prestaciones sociales estén depositadas en la banca comercial, la Empresa notificará al Banco respectivo, para que éste haga el pago de los intereses a la mayor brevedad.
3.- Los trabajadores notificarán a la Empresa del banco comercial de su preferencia para la constitución del fideicomiso correspondiente.
 
En términos semejantes, el artículo 41 de la Ley del Trabajo vigente para el momento de terminación de la relación laboral, establecía que las prestaciones de antigüedad y auxilio de cesantía debían ser abonadas anualmente, como anticipo, en una cuenta individual del trabajador, abierta en la contabilidad de la empresa, y entregada, calculada y reajustada al finalizar la relación laboral, y en su parágrafo cuarto, disponía que las prestaciones sociales no entregadas al trabajador devengaban intereses a la rata que al efecto señalase anualmente el Banco Central de Venezuela. 
 
En ambos supuestos, los intereses sobre prestaciones sociales, provienen del uso por parte del patrono durante la relación laboral, del capital perteneciente al trabajador, y hasta tanto el monto de esas prestaciones no le era entregado al trabajador, seguía generando intereses hasta su efectivo pago, es decir, se trata de una retribución al trabajador por mantener el patrono en uso y disposición tales cantidades.
 
Sobre tal particular, la alzada resolvió que los derechos de antigüedad y auxilio de cesantía que conformaban las prestaciones sociales, se generaban durante la vigencia de la relación laboral y la cantidad monetaria devengada debía ser pagada al trabajador anualmente; sin embargo, si el patrono permanecía en poder de las cantidades respectivas, las mismas devengaban intereses conforme a la tasa estipulada por el Banco Central de Venezuela, pues mientras el patrono no haga efectivo el pago, dicho monto permanece dentro de su patrimonio, reportándole beneficios al hacer uso del capital, de forma que tiene derecho el trabajador de percibir los correspondientes intereses sobre esas prestaciones sociales, mientras éstas no le sean canceladas. En virtud de lo cual, condenó a la demandada al pago de intereses sobre el monto del derecho de antigüedad y el auxilio de cesantía generados por el ciudadano Miguel Rojas, desde el 31 de diciembre de 1975 hasta el 28 de diciembre de 1990, ordenando la realización de una experticia complementaria del fallo sobre los siguientes parámetros: a) aplicación de lo dispuesto en el parágrafo cuarto del artículo 41 de la Ley del Trabajo promulgada en el año 1936 y reformada en el año 1983; b) aplicar el porcentaje de (1,50%) establecido en la cláusula Nº 28-A del contrato colectivo vigente para 1990 c) como punto de partida, deberá tener en cuenta el monto que por prestaciones acumuladas en dicho período menciona el demandante en el folio 20 del expediente, así como los anticipos que le fueron concedidos por dicho beneficio, también reseñados en el citado folio.
 
Visto lo anterior, no se evidencia que lo decidido por la alzada se haya apartado de la correcta interpretación del artículo 41 de la Ley del Trabajo de 1983, por cuanto no desnaturalizó el sentido y alcance de las consecuencias jurídicas de la referida norma, por lo que resulta procedente desestimar la presente denuncia.
 
-IV-
 
De conformidad con lo establecido en el artículo 168, numeral 2, de la Ley Orgánica Procesal del Trabajo, denuncia el recurrente el vicio de error de interpretación del artículo 106 de la Ley del Trabajo de 1990.
 
Señala que la recurrida incurrió en error, al considerar que la “prima por residencia pao” formaba parte del salario integral del trabajador Claudio Landaeta Vera, tomando en consideración que la finalidad de tal prima, era la de coadyuvar en la labor efectuada en un sitio de trabajo alejado de la residencia del trabajador. Aduce que ese dinero, no pasaba a formar parte del patrimonio del trabajador como base de enriquecimiento, sino que servía para resarcir el desequilibrio patrimonial generado por los gastos de traslado del trabajador, a un sitio distinto a su domicilio; que es la parte patronal quien debe cargar con los riesgos y costos de producción, sin que pueda desplazar hacia el patrimonio del trabajador esa carga económica, y en caso de hacerlo, debe compensar íntegramente el desgaste patrimonial sufrido por el trabajador, sin que ello implique que tal resarcimiento tenga naturaleza salarial.
 
Esta Sala para decidir observa:
 
Los alegatos del recurrente, no guardan relación con lo establecido en el artículo 106 de la Ley del Trabajo vigente para el momento de terminación de la relación de trabajo (1990), relativo al preaviso de ley, sino con el artículo 106 del Reglamento de la Ley del Trabajo (1973), contentivo de la definición de salario. Lo cual no se trata de un mero error en la cita, puesto que aun y cuando la denuncia sea subsumida en el citado artículo del Reglamento, existe un obstáculo formal para que esta Sala conozca de infracciones de normas infralegales, y es que para su correcta formalización, debe denunciarse conjuntamente tanto la norma reglamentaria, como el dispositivo legal que ordena su aplicación.
 
Ha sostenido esta Sala, mediante sentencia Nº 93 de fecha 27 de febrero del año 2003 (caso: Ernestina Bernal Amezquita y otro contra Cristóbal Pastrán García y otros), que una disposición de rango sublegal “necesariamente desarrolla el espíritu, propósito y razón de una de orden legal, trascendiendo esta última como la norma primariamente vulnerada”, existiendo imposibilidad por parte de esta Sala para conocer infracciones de este tipo. Criterio ratificado mediante sentencias Nº 1435 del 21 de septiembre del año 2006, caso: Koung Wong Young contra Telecomunicaciones Movilnet, C.A. y Compañía Anónima Nacional Teléfonos de Venezuela, y Nº 283 del 12 de marzo de 2007, caso: Nellis Ramona Garrido y otros contra Compañía Anónima Nacional Teléfonos de Venezuela (CANTV).
 
En tal sentido, el recurrente no cumple con la carga que tenía de formalizar correctamente su denuncia, por lo que la misma debe ser desechada.
 
DEL RECURSO DE CASACIÓN POR QUEBRANTAMIENTO DE FORMAS QUE CAUSEN INDEFENSIÓN
-Único-
De conformidad con lo establecido en el numeral 1, del artículo 168 de la Ley Orgánica Procesal del Trabajo, denuncia el menoscabo del derecho a la defensa.

 

Señala que la recurrida, de forma contradictoria, declaró sin lugar la apelación interpuesta por la parte demandante, pero se declara procedente la corrección monetaria, con base en la sentencia de fecha 17 de marzo de 1993, de la Sala de Casación Civil de la Corte Suprema de Justicia, y doctrina jurisprudencial de fechas posteriores a la terminación de la relación laboral -28 de diciembre de 1990-, “donde se violenta el principio de expectativa plausible”. Sostiene que el nuevo criterio jurisprudencial, no debe ser aplicado a situaciones que se originaron o produjeron sus efectos en el pasado, sino a las situaciones que se originen tras su establecimiento, con la finalidad de preservar la seguridad jurídica y evitar una grave alteración del conjunto de situaciones, derechos y expectativas nacidas del régimen en vigor, para el momento en que se produjeron los hechos. Que en caso de aplicarse nuevos criterios acordes con la jurisprudencia, también existen criterios jurisprudenciales que establecen que si el patrono tuvo argumentos razonables para litigar, es viable exonerar la indexación. Finalmente, cita las sentencias Nº 111 del 11 de marzo de 2005 y 2029 del 12 de diciembre de 2006, de esta Sala de Casación Social. 
 
Esta Sala para decidir observa:
 
La facultad del Juez de aplicar de oficio la indexación monetaria a los juicios laborales, data del 17 de marzo de 1993, con la sentencia de la Sala de Casación Civil de la Corte Suprema de Justicia, caso: Camillius Lamorell contra Machinery Care y otro. Tal criterio resulta enteramente aplicable en el presente caso, puesto que aun y cuando la demanda fue interpuesta en fecha 27 de junio de 1991, la sentencia definitiva se dictó el 31 de enero de 1996.
 
Por otra parte, señala el recurrente que en el presente caso, la empresa tuvo razones suficientes para litigar y rechazar la pretensión de los accionantes, y que por tanto es viable exonerar la indexación, fundamentándose en las sentencias Nº 111 del 11 de marzo de 2005, caso: Adolfo Rafael Manjares Rodríguez contra IBM de Venezuela, S.A. y 2029 del 12 de diciembre de 2006, caso: Miguel Antonio Cárdenas contra C.A. La Electricidad de Caracas, C.A. La Electricidad de Guarenas y Guatire, y C.A. Luz Eléctrica de Venezuela. La diferencia de prestaciones sociales reclamada por los accionantes, comprende: monto del salario integral; prestaciones de antigüedad y auxilio de cesantía, que tal y como se determinó con anterioridad, son derechos adquiridos; intereses devengados; bono de vivienda y bono de productividad –los cuales habrían sido pagados en su debida oportunidad-. La procedencia de tales conceptos fue rechazada en todo momento por la representación judicial de la parte demandada, sin embargo, no se observa que los puntos controvertidos en el presente juicio revistan tal particularidad como para estimar que deba exonerarse a la parte demandada de la corrección monetaria.
 
En ese sentido no se evidencia, que el Superior haya alterado el equilibrio procesal en detrimento de la parte demandada, por lo que debe desestimarse la presente denuncia.
 
DECISIÓN
 
En mérito de las precedentes consideraciones, este Tribunal Supremo de Justicia, en Sala de Casación Social, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la Ley, declara: 1) SIN LUGAR el recurso de casación interpuesto por la parte demandada contra sentencia publicada en fecha 6 de junio de 2007 por el Tribunal Superior Primero del Trabajo de la Circunscripción Judicial del Estado Bolívar, extensión territorial Puerto Ordaz; 2) CONFIRMA el fallo recurrido. 
 
No hay condenatoria en costas, dada la naturaleza del presente fallo.
Publíquese, regístrese y remítase el expediente a la Unidad de Recepción y Distribución de Documentos del Circuito Judicial Laboral de la Circunscripción Judicial del Estado Bolívar, a los fines legales consiguientes. Particípese de esta remisión al Juzgado Superior de origen.
 
No firma la presente decisión el Magistrado Dr. Alfonso Valbuena Cordero, quien no estuvo presente en la audiencia por motivos justificados
 
Dada, firmada y sellada en la Sala de Despacho de la Sala de Casación Social del Tribunal Supremo de Justicia en Caracas, a los treinta y uno (31) días del mes de julio  del año 2008. Años 198° de la Independencia y 149° de la Federación.
 
	Presidente de la Sala,
 
___________________________
OMAR ALFREDO MORA DÍAZ

	 
Vicepresidente,
 
________________________
JUAN RAFAEL PERDOMO
	 
Magistrado,
 
_______________________________
LUIS E. FRANCESCHI GUTIÉRREZ

	Magistrado,
 
______________________________
ALFONSO VALBUENA CORDERO
	Magistrada Ponente,
 
_________________________________
CARMEN ELVIGIA PORRAS DE ROA
 

	Secretario,
 
 
____________________________
JOSÉ E. RODRÍGUEZ NOGUERA


 
R.C. N° AA60-S-2007-1902
Nota: Publicada en su fecha a
 
El Secretario,

CONTENIDO COMPLETO DE LA SENTENCIA  EN LA PÁG. 2 O HACIENDO CLICK AQUÍ
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